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El presente artículo analiza el tratamiento tributa-
rio de la sucesión indivisa en el Perú, con especial 
énfasis en la determinación de la ganancia de ca-
pital derivada de la enajenación de bienes inmue-
bles adquiridos por causa de muerte. A partir de un 
análisis dogmático, normativo y jurisprudencial del 
régimen civil de transmisión sucesoria y de las nor-
mas tributarias aplicables, el estudio demuestra la 
ausencia de una regulación legal expresa que de-
fina los elementos esenciales del hecho imponible 
en estos supuestos.

En dicho contexto, se examina críticamente la uti-
lización de disposiciones reglamentarias y criterios 
administrativos que han pretendido suplir esta 
contradicción mediante la construcción de hipóte-
sis de incidencia, atribuyendo a la sucesión indivisa 
la condición de sujeto adquirente del derecho de 
propiedad sobre un inmueble, y generando, poste-
riormente, una segunda transferencia del derecho 
de propiedad sobre un inmueble por parte de los 
sucesores. Se sostiene que tales construcciones vul-
neran el principio de reserva de ley, al configurar 
elementos sustantivos de la obligación tributaria 
sin respaldo en una norma con rango de ley, y pro-
ducen una ruptura injustificada con el régimen civil 
de adquisición de la propiedad.

This article examines the tax treatment of the 
undivided estate (sucesión indivisa) under 
Peruvian law in the context of capital gains 
taxation arising from the transfer of real property 
under Peruvian Income Tax Law. Through a 
doctrinal, statutory, and case law analysis of 
the civil law rules governing succession and the 
applicable tax provisions, the study demonstrates 
the absence of an express statutory regulation 
defining the essential elements of the taxable 
event in such cases.

Against this background, the article critically 
examines the use of subordinate regulations and 
administrative interpretations that have attempted 
to fill this legislative contradiction by constructing 
taxable events through the characterization 
of the undivided estate as an entity capable of 
acquiring ownership of immovable property and 
subsequently transferring such ownership to the 
heirs. It argues that these constructions infringe 
the principle of legality in taxation by establishing 
substantive elements of the tax obligation without 
statutory authorization and by unjustifiably 
departing from the civil law regime governing the 
acquisition of property.
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Asimismo, se analizan diversos pronunciamientos 
del Tribunal Fiscal y de la Corte Suprema, desta-
cando sus aciertos y limitaciones en la resolución 
del problema planteado. Finalmente, se propone 
una interpretación conforme con la Constitución 
que reconozca la aplicación de las reglas civiles de 
transmisión sucesoria en el ámbito tributario, así 
como la necesidad de una adecuación normativa 
que delimite el alcance de la autonomía calificado-
ra del derecho tributario.

Palabras clave: Impuesto a la renta; ganancias de 
capital; sucesión indivisa; autonomía calificadora; 
transmisión sucesoria.

The article also analyzes relevant decisions 
issued by the Tax Court and the Supreme Court, 
highlighting both their contributions and their 
shortcomings in addressing the issue. Finally, 
it proposes a constitutional interpretation that 
recognizes the applicability of the civil law rules on 
succession within the tax system and underscores 
the need for legislative reform to define the limits 
of the classificatory autonomy of tax law.

Keywords: Income tax; capital gains; undivided 
estate; classificatory autonomy; real property 
transfer.
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I.	 INTRODUCCIÓN

La determinación del impuesto a la renta en ope-
raciones que involucran la transferencia de bienes 
inmuebles adquiridos por causa de muerte ha ge-
nerado en el ordenamiento jurídico peruano una 
problemática que pone en evidencia tensiones no 
resueltas entre el derecho civil, el derecho tribu-
tario y el derecho constitucional. En particular, el 
tratamiento de la sucesión indivisa como sujeto 
relevante para efectos tributarios ha dado lugar 
a interpretaciones que, en la práctica, alteran el 
momento y la titularidad de la adquisición de los 
bienes, con consecuencias directas en la configu-
ración de la ganancia de capital gravada.

Desde la perspectiva del derecho civil, la transmi-
sión de la propiedad a los sucesores se produce 
de pleno derecho desde el fallecimiento del cau-
sante, sin solución de continuidad. No obstante, 
en el ámbito tributario, diversas disposiciones re-
glamentarias y criterios administrativos han cons-
truido una lógica distinta, según la cual la sucesión 
indivisa adquiriría los bienes y posteriormente los 
transferiría a los sucesores, generando así una 
suerte de doble adquisición del inmueble (la pri-
mera, realizada por la sucesión indivisa, y la segun-
da, por los herederos), ambas con relevancia fiscal. 
Esta interpretación no solo carece de un respaldo 
expreso en normas con rango de ley, sino que plan-
tea serias dudas respecto de su compatibilidad con 
el principio de reserva de ley y con los límites de la 
autonomía calificadora del derecho tributario.

En este contexto, el presente artículo tiene como 
objetivo analizar críticamente el tratamiento tri-
butario de la sucesión indivisa en la determinación 
de la ganancia de capital por la enajenación de 
inmuebles, evaluando la coherencia del sistema 
normativo vigente y la validez de las construccio-
nes reglamentarias y administrativas. Para ello, se 
desarrolla, en primer lugar, el marco conceptual 
necesario, abordando la naturaleza jurídica de la 
sucesión indivisa y el alcance de la autonomía cali-
ficadora. En segundo lugar, se examina el régimen 
civil de transmisión sucesoria y su relevancia para 
la configuración de los hechos imponibles en ma-
teria tributaria.

Posteriormente, se analiza el tratamiento tributa-
rio previsto en normas con rango de ley, identifi-
cando defectos normativos, así como el rol –rec-
tius: los excesos normativos– que han cumplido el 
reglamento y la interpretación administrativa en 
la construcción del supuesto de hecho gravado. A 
continuación, se revisa la jurisprudencia adminis-
trativa y judicial relevante. Finalmente, se plantea 
una evaluación crítica del sistema y se propone 
una interpretación conforme con la Constitución, 

orientada a restablecer la coherencia del ordena-
miento jurídico y a garantizar el respeto del princi-
pio de reserva de ley.

La relevancia del tema radica no solo en sus im-
plicancias prácticas para los contribuyentes, sino 
también en su capacidad para evidenciar los lí-
mites estructurales de la potestad tributaria del 
Estado y la necesidad de mantener una adecuada 
articulación entre las distintas ramas del derecho.

II.	 MARCO CONCEPTUAL

A efectos de desarrollar adecuadamente el análisis 
propuesto, resulta necesario precisar algunos con-
ceptos fundamentales. En particular, conviene de-
limitar los alcances de los términos declaratoria de 
herederos, sucesión intestada y sucesión indivisa, 
los cuales, pese a su cercanía terminológica, res-
ponden a realidades jurídicas distintas y pueden 
generar confusión en su uso indistinto.

Asimismo, es indispensable examinar el alcance de 
la autonomía calificadora del derecho tributario y 
el principio de reserva de ley, en tanto constituyen 
el fundamento que podría justificar un tratamien-
to diferenciado de la transmisión patrimonial res-
pecto del previsto en el ordenamiento civil.

A continuación, se desarrollan brevemente estos 
conceptos. 
 
A.	 Declaratoria de herederos, sucesión intes-

tada y sucesión indivisa

1.	 Sucesión intestada o declaratoria de here-
deros

En el Perú, hasta hace algunas décadas, el proceso 
mediante el cual se determinaba a los sucesores de 
una persona fallecida era conocido como ‘declara-
toria de herederos’ y se tramitaba exclusivamente 
en sede judicial. En la actualidad, dicho procedi-
miento se denomina ‘sucesión intestada’ y puede 
ser tramitado tanto ante el Poder Judicial como 
ante notario, conforme a la normativa vigente.

La sucesión intestada se encuentra regulada en la 
Sección Tercera del Libro de Sucesiones del Código 
Civil peruano, y constituye un mecanismo supleto-
rio, complementario o sustitutivo de la sucesión 
testamentaria (Lohmann, 2002, p. 21).

Se trata de un procedimiento que se inicia con 
ocasión del fallecimiento de una persona natural 
(causante), cuya finalidad es determinar y declarar 
quiénes son sus sucesores. En ese sentido, cumple 
una función esencialmente declarativa respecto 
de la condición de sucesor. 
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Adicionalmente, la sucesión intestada no solo 
constituye un procedimiento, sino también un tí-
tulo sucesorio, al igual que el testamento en sus 
diversas modalidades (Ferrero, 1993, p. 682).

Por razones didácticas, en el presente artículo se 
utilizará el término ‘sucesión intestada’, aun cuan-
do en nuestro medio sea común utilizar el término 
‘declaratoria de herederos’.

2.	 Sucesión indivisa 

Desde el momento del fallecimiento del causante y 
hasta la adjudicación de los bienes que integran la 
masa hereditaria a los sucesores, estos permane-
cen en una situación de comunidad jurídica deno-
minada sucesión indivisa.

Esta no constituye una persona jurídica ni un sujeto 
de derecho con capacidad plena, sino una situación 
jurídica intermedia que surge desde el fallecimien-
to del causante y se extiende hasta la partición y 
adjudicación de los bienes hereditarios. Su existen-
cia es, por naturaleza, transitoria y se orienta a per-
mitir la administración y conservación del patrimo-
nio hereditario mientras se define su distribución.

En este contexto, el ordenamiento jurídico le re-
conoce la condición de patrimonio autónomo. Así, 
conforme a lo dispuesto en el artículo 57 del Có-
digo Procesal Civil1, la sucesión indivisa puede ser 
considerada como tal, otorgándosele determina-
das capacidades funcionales destinadas a facilitar 
la gestión del conjunto de bienes que conforman la 
masa hereditaria.

En el ámbito tributario, la sucesión indivisa cuen-
ta con capacidad tributaria, la cual se encuentra 
expresamente reconocida en el artículo 21 del 
Código Tributario2. Esta capacidad responde a fina-
lidades instrumentales, tales como el cumplimien-
to de obligaciones formales, la obtención de un 
número de Registro Único de Contribuyentes o la 
presentación de declaraciones juradas.

En otras palabras, la capacidad contributiva que 
posee la sucesión indivisa es una habilitación es-
pecial que permite que pueda ocupar la posición 
jurídica de deudor de una obligación tributaria 
(Ruiz de Castilla, 2023, p. 281).

1	 Artículo 57.- Toda persona natural o jurídica, los órganos constitucionales autónomos y la sociedad conyugal, la sucesión 
indivisa y otras formas de patrimonio autónomo, pueden ser parte material de un proceso (1992).

2	 Artículo 21.-
Tienen capacidad tributaria las personas naturales o jurídicas, comunidades de bienes, patrimonios, sucesiones in-
divisas, fideicomisos, sociedades de hecho, sociedades conyugales u otros entes colectivos, aunque estén limitados 
o carezcan de capacidad o personalidad jurídica según el derecho privado o público, siempre que la Ley le atribuya 
la calidad de sujetos de derechos y obligaciones tributarias. (1996)

3	 En todo caso, la posibilidad de adquirir bienes sí puede predicarse respecto a casos en los que existe colación de un bien 
donado por el causante en vida, y que no fue materia de dispensa de colación. 

No obstante, dicha capacidad no implica el reco-
nocimiento de una capacidad jurídica plena. En 
particular, no supone, como regla general, que la 
sucesión indivisa pueda ser titular de derechos pa-
trimoniales en sentido estricto ni que esté habili-
tada para adquirir o enajenar bienes inmuebles3.

En consecuencia, la sucesión indivisa no ostenta 
la calidad de sujeto de derecho en sentido pleno, 
sino que constituye un patrimonio autónomo con 
capacidades limitadas y funcionales. En ese marco, 
la facultad de adquirir y disponer de los bienes co-
rresponde, en principio, a los sucesores, quienes, 
en su condición de sujetos de derecho, son los ti-
tulares de las situaciones jurídicas patrimoniales 
transmitidas por el causante.

B.	 Autonomía calificadora del derecho tributa-
rio

Como se ha señalado, en el ámbito civil la capaci-
dad para adquirir y enajenar bienes corresponde 
a los sucesores y no a la sucesión indivisa. Sin em-
bargo, esta regla podría ser matizada en el ámbito 
tributario en virtud de la denominada autonomía 
calificadora del derecho tributario.

Históricamente, el surgimiento de esta autonomía 
se vincula con el proceso de consolidación del de-
recho tributario como disciplina jurídica indepen-
diente. En este contexto, se desarrolló un intenso 
debate doctrinario respecto de si el derecho tribu-
tario debía sujetarse a las categorías del derecho 
privado o si, por el contrario, podía construir sus 
propios conceptos.

De manera simplificada, una primera posición –
representada, entre otros, por Gény en Francia y 
Berlini en Italia– sostenía que el derecho tributario 
debía respetar las categorías del derecho civil. En 
contraste, una segunda posición –defendida por 
Trotabas en Francia y Vanoni en Italia– postulaba 
que el derecho tributario debía desarrollar sus pro-
pias categorías e instituciones.

Posteriormente, Giannini propuso una posición 
intermedia, que terminó por prevalecer, según la 
cual el derecho tributario, si bien reconoce y pue-
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de utilizar las categorías del derecho privado, no se 
encuentra obligado a seguirlas de manera estric-
ta, pudiendo desarrollar sus propias instituciones 
cuando ello resulte necesario. En consecuencia, el 
intérprete debe aplicar las categorías tributarias 
allí donde estas existan; y, en su defecto, recurrir 
supletoriamente al derecho privado u otras ramas 
del derecho (año, p. x). Para un desarrollo más de-
tallado de este debate, puede consultarse a Gon-
zález (1995) y Egas (2004).

En la actualidad, la autonomía calificadora consti-
tuye uno de los pilares del derecho tributario, en la 
medida en que permite que las normas tributarias 
definan categorías jurídicas propias, adaptadas a 
sus fines recaudatorios y de política fiscal.

Sin embargo, esta autonomía no es absoluta. Su 
ejercicio se encuentra limitado por los principios 
y reglas propios del Estado Constitucional de Dere-
cho. En particular, destaca el principio de reserva 
de ley, recogido en el artículo 744 de la Constitución 
Política del Perú (en adelante, la Constitución), el 
cual se desarrolla en el apartado C. 

Asimismo, la autonomía calificadora debe ejercer-
se en armonía con los principios de razonabilidad, 
no confiscatoriedad y seguridad jurídica. En conse-
cuencia, cuando una calificación tributaria se apar-
ta de manera expresa del derecho común, resulta 
necesario verificar que dicha divergencia haya sido 
establecida mediante norma con rango de ley y 
que no implique la introducción de ficciones arbi-
trarias o carentes de justificación.

La autonomía calificadora no habilita al legislador 
–ni, con mayor razón, al reglamento o a la admi-
nistración– a prescindir de las categorías del de-
recho común sin establecer, de manera expresa 
y completa, las consecuencias jurídicas de dicha 
separación. En particular, cuando se trata de la 
configuración del hecho imponible, la ley tributa-
ria debe definir todos sus elementos esenciales, 
incluyendo los criterios de imputación subjetiva y 
los supuestos de adquisición o transferencia de de-
rechos cuando estos resulten determinantes para 
la generación de la obligación tributaria.

4	 Artículo 74.-
Los tributos se crean, modifican o derogan, o se establece una exoneración, exclusivamente por ley o decreto le-
gislativo en caso de delegación de facultades, salvo los aranceles y tasas, los cuales se regulan mediante decreto 
supremo.
Los Gobiernos Regionales y los Gobiernos Locales pueden crear, modificar y suprimir contribuciones y tasas, o 
exonerar de éstas, dentro de su jurisdicción, y con los límites que señala la ley. El Estado, al ejercer la potestad tri-
butaria, debe respetar los principios de reserva de la ley, y los de igualdad y respeto de los derechos fundamentales 
de la persona. Ningún tributo puede tener carácter confiscatorio.
Las leyes de presupuesto y los decretos de urgencia no pueden contener normas sobre materia tributaria. Las leyes 
relativas a tributos de periodicidad anual rigen a partir del primero de enero del año siguiente a su promulgación.
No surten efecto las normas tributarias dictadas en violación de lo que establece el presente artículo. (1993)

En ese sentido, la autonomía calificadora no solo 
encuentra un límite formal en el principio de re-
serva de ley, sino también un límite material: la 
exigencia de coherencia mínima del sistema jurí-
dico y de suficiencia normativa en la construcción 
del hecho imponible. De lo contrario, no se estaría 
ante una verdadera calificación tributaria autóno-
ma, sino ante una remisión implícita –y no recono-
cida– a categorías del derecho privado, generando 
inconsistencias interpretativas y afectando la segu-
ridad jurídica.

Habiendo analizado brevemente estos conceptos, 
corresponde analizar el tratamiento de la transmi-
sión patrimonial derivada de la sucesión desde una 
doble perspectiva: civil y tributaria, a fin de evaluar 
la coherencia del sistema y los límites de la autono-
mía calificadora en el caso objeto de estudio. 

C.	 Principio de reserva de ley

El principio de reserva de ley constituye uno de los 
pilares del sistema tributario peruano y encuen-
tra reconocimiento expreso en el artículo 74 de la 
Constitución. Conforme a dicha disposición, única-
mente mediante norma con rango de ley pueden 
crearse tributos, definirse los hechos imponibles y 
establecerse los elementos esenciales de la obliga-
ción tributaria. Asimismo, la Constitución dispone 
que toda norma emitida en contravención de di-
cho mandato carece de eficacia jurídica.

Este principio exige que la configuración de los 
elementos esenciales del tributo quede reserva-
da al legislador, constituyendo una manifestación 
del principio de legalidad y una garantía para los 
contribuyentes. En ese sentido, opera como un de-
recho de los ciudadanos a no quedar obligados al 
pago de tributos cuya configuración no haya sido 
establecida por una norma con rango de ley (Che-
ca & Gamba, 2012, p. 100).

En la misma línea, Bravo sostiene que el principio 
de reserva de ley exige que tanto la hipótesis de 
incidencia como su consecuencia normativa única-
mente puedan ser creadas, modificadas o regula-
das mediante norma con rango de ley. Asimismo, 
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precisa que el carácter relativo de este principio 
permite la intervención del reglamento únicamen-
te cuando los aspectos material, subjetivo, tempo-
ral y espacial de la hipótesis de incidencia hayan 
sido previamente definidos por el legislador, de 
modo que la potestad reglamentaria se limite a 
desarrollar la ley sin innovar su contenido (Bravo, 
2015, pp. 117 y ss.).

Por su parte, Ruiz de Castilla señala que el princi-
pio de reserva de ley se encuentra estrechamente 
vinculado con la distribución constitucional de la 
potestad tributaria, delimitando las competencias 
de los órganos estatales en la creación normativa. 
En virtud de este principio, tanto la creación del 
tributo como la determinación de su estructura 
corresponden exclusivamente a normas con rango 
de ley (Ruiz de Castilla, 2023, pp. 132-133). Conse-
cuentemente, los reglamentos únicamente pueden 
desarrollar el contenido de las disposiciones legales 
que reglamentan, sin que les sea posible modificar, 
ampliar o contradecir los elementos establecidos 
por el legislador (Ruiz de Castilla, 2023, p. 138).

Dentro de la estructura de la hipótesis de inciden-
cia tributaria, la doctrina identifica como elemen-
tos esenciales el aspecto material, subjetivo, tem-
poral, espacial y mensurable. La determinación de 
cada uno de estos componentes resulta indispen-
sable para la válida configuración del hecho im-
ponible y, por tanto, debe respetar las exigencias 
derivadas del principio de reserva de ley. Sobre el 
desarrollo de estos elementos puede consultarse 
el estudio de Sevillano (2019, pp. 117-191).

En síntesis, el principio de reserva de ley exige que 
los elementos esenciales del tributo sean estableci-
dos por el legislador y limita la potestad reglamen-
taria a una función de desarrollo y ejecución de la 
ley. Por ello, cualquier intento de crear, modificar o 
completar dichos elementos mediante normas de 
inferior jerarquía resulta incompatible con el man-
dato contenido en el artículo 74 de la Constitución.

La relevancia de este principio para el presente 
estudio radica en que la determinación del sujeto 
adquirente del inmueble, así como de la adquisi-
ción cuya posterior enajenación genera la ganan-

5	 Artículo 660.- Desde el momento de la muerte de una persona, los bienes, derechos y obligaciones que constituyen la 
herencia se trasmiten a sus sucesores (1984).

6	 Artículo 661.- El heredero responde de las deudas y cargas de la herencia sólo hasta donde alcancen los bienes de ésta. 
Incumbe al heredero la prueba del exceso, salvo cuando exista inventario judicial (1984).

7	 Artículo 662.-
Pierde el beneficio otorgado en el artículo 661 el heredero que:
1.	 Oculta dolosamente bienes hereditarios.
2.	 Simula deudas o dispone de los bienes dejados por el causante, en perjuicio de los derechos de los acreedores de 

la sucesión. (1984)

cia de capital, constituyen aspectos esenciales de 
la hipótesis de incidencia del impuesto a la renta. 
En consecuencia, corresponde analizar si tales 
elementos han sido efectivamente establecidos 
por una norma con rango de ley o si, por el con-
trario, han sido incorporados mediante disposicio-
nes reglamentarias o interpretaciones administra-
tivas, con la consiguiente afectación del principio 
de reserva de ley.

III.	 TRANSMISIÓN SUCESORIA Y LA SUCESIÓN 
INDIVISA EN LA LEGISLACIÓN PERUANA

A continuación, se analiza el marco normativo ci-
vil y tributario aplicable al caso. Este examen per-
mitirá demostrar que la atribución a la sucesión 
indivisa de la capacidad para adquirir y enajenar 
bienes –y, en consecuencia, generar una ganancia 
de capital gravada– no se encuentra respaldada 
por normas con rango de ley, sino únicamente por 
disposiciones de carácter infralegal. Ello supone 
una ruptura injustificada con el régimen civil de 
transmisión sucesoria y carece de sustento en el 
ejercicio legítimo de la autonomía calificadora del 
derecho tributario.

A.	 Régimen civil de la transmisión sucesoria

Para comprender cómo se adquiere la propiedad 
de un inmueble por vía sucesoria, resulta necesa-
rio examinar el régimen de transmisión sucesoria 
previsto en el Código Civil peruano.

Siguiendo a Ferrero (1993), la muerte de una per-
sona genera la apertura de la sucesión (p.  98). 
Conforme con lo dispuesto por los artículos 6605, 
6616 y 6627 del Código Civil, la transmisión del pa-
trimonio del causante a sus sucesores se produce 
desde el momento de la apertura de la sucesión. 
En este contexto, se distinguen diversas formas 
de adquisición de la herencia: ipso iure, median-
te aceptación y mediante declaración judicial 
(pp. 133 y ss). Asimismo, la delación es la puesta a 
disposición de la herencia a quien tiene derecho a 
ella (pp. 147 y ss). 

En esta línea, Lohmann (1995, pp. 54-55) distingue 
entre adquisición y transmisión de la herencia. El 
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autor señala que no son equivalentes, pues mien-
tras la transmisión se produce con el fallecimiento 
del causante –con la apertura de la sucesión–, la 
adquisición requiere la concurrencia de la vocación 
hereditaria, la delación y la aceptación –expresa o 
tácita–. La transmisión sucesoria opera de forma 
abstracta hacia los sucesores transitoriamente in-
ciertos, debido a que el patrimonio del causante 
no puede quedar sin titular. 

En relación con la sucesión intestada, el mismo au-
tor precisa:

[…] [L]a conocida como declaratoria de herede-
ros viene a ser, mutatis mutandis, como la ins-
titución testamentaria, cuya eficacia sucesoria 
está supeditada a que el beneficiario no tenga 
impedimento sucesorio (indignidad, por ejem-
plo), o a que quiera aceptar. Esto es, producida 
la declaración judicial o notarial, el llamado por 
ella todavía no es heredero, a menos que an-
tes haya expresado de algún modo su voluntad 
en tal sentido. La declaración no determina de 
manera automática su calidad como heredero, 
sino solamente la calidad de poder serlo, siem-
pre que lo quiera y tenga aptitud sucesoria. 
Dicho en breve: el declarado como heredero 
legal no está obligado a serlo si no quiere, y 
puede ser apartado cuando concurra alguna 
causal que lo permita. Rigen para él, cierta-
mente, las reglas de los artículos 661 y 662, las 
de indignidad desde luego, y las de aceptación 
y renuncia. (Lohmann, 2002, p. 23)

De ello se desprende que, si bien la sucesión se 
abre con el fallecimiento del causante, la adqui-
sición de la condición de sucesor depende de la 
aceptación. No obstante, una vez adquirida dicha 
condición, sus efectos se retrotraen al momento 
del fallecimiento, produciéndose una continuidad 
jurídica sin solución de continuidad.

Este entendimiento no es reciente. Bajo la vigencia 
del Código Civil de 1936, Echecopar (1946, p. 27) 
ya señalaba que, en el instante del fallecimiento, 
todos los bienes se transmiten a los sucesores sin 
interrupción.

En consecuencia, conforme al régimen civil perua-
no, los derechos y obligaciones del causante se 
transmiten a sus sucesores desde el momento mis-
mo de su fallecimiento, incluso antes de la emisión 

8	 Artículo 673.-
La herencia se presume aceptada cuando ha transcurrido el plazo de tres meses, si el heredero está en el territorio 
de la República, o de seis, si se encuentra en el extranjero, y no hubiera renunciado a ella. Estos plazos no se inte-
rrumpen por ninguna causa. (1984)

del acta de sucesión intestada o de la inscripción 
del testamento.

En este contexto, la sucesión intestada cumple 
una función esencialmente declarativa y probato-
ria de la calidad de sucesor, mas no es constitutiva 
de derechos.

Asimismo, conforme con lo establecido en el ar-
tículo 673 del Código Civil8, la aceptación de la he-
rencia se presume cuando el llamado no ejerce su 
derecho de renuncia dentro de los plazos legales: 
tres meses si se encuentra en el país y seis meses 
si se encuentra en el extranjero.

Por tanto, como regla general, la sucesión indivi-
sa no adquiere derechos de propiedad. Estos se 
transmiten directamente a los sucesores desde el 
fallecimiento del causante, siendo aquella única-
mente una situación transitoria de administración 
del patrimonio hereditario.

B.	 Régimen tributario de la sucesión indivisa: 
normativa con rango de ley 

Resulta común encontrar en la doctrina la afirma-
ción de que la sucesión indivisa puede asumir la 
condición de contribuyente en diversos supues-
tos tributarios, sin que, por lo general, se exami-
ne críticamente si dicha conclusión encuentra un 
sustento suficiente en el marco normativo vigente 
(Medrano, 2018, pp. 55-70; Alva, 2025, p. 139; Pi-
cón, 2021, pp. 80 y ss.). En ese contexto, el presen-
te numeral analiza las disposiciones con rango de 
ley aplicables a la materia, mientras que el literal C 
desarrolla el marco infralegal. Este análisis permi-
tirá determinar si la regulación vigente respeta el 
principio de reserva de ley y si el ejercicio de la au-
tonomía calificadora del derecho tributario se ha 
mantenido dentro de los límites establecidos por 
el ordenamiento jurídico.

1.	 Trigésimo Quinta Disposición Transitoria y 
Final de la Ley del Impuesto a la Renta - De-
creto Legislativo 945

La Primera Disposición Transitoria y Final del De-
creto Legislativo 945 incorporó a la Ley del Im-
puesto a la Renta la Trigésimo Quinta Disposición 
Transitoria y Final, cuyo texto establece que las 
ganancias de capital derivadas de la enajenación 
de inmuebles –distintos a la casa habitación– 
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constituyen rentas gravadas de segunda categoría, 
siempre que la adquisición y enajenación se pro-
duzcan a partir del 1 de enero de 20049.

El supuesto de hecho gravado es, en apariencia, 
claro: la obtención de una ganancia de capital deri-
vada de la enajenación de un inmueble adquirido y 
vendido con posterioridad a dicha fecha.

No obstante, la inclusión de la sucesión indivisa 
como sujeto comprendido en la norma plantea 
un problema de técnica legislativa. En la práctica 
jurídica, la transferencia de un inmueble perte-
neciente a una masa hereditaria requiere, como 
presupuesto mínimo, la identificación de los suce-
sores mediante la sucesión intestada o la apertura 
del testamento. Solo a partir de dicha identifica-
ción –y, en muchos casos, de la inscripción de la 
sucesión intestada o de la apertura del testamento 
en los registros de la Superintendencia Nacional de 
los Registros Públicos (en adelante, SUNARP)– es 
posible celebrar válidamente actos de disposición.

Antes de ello, no solo existe incertidumbre sobre 
la titularidad, sino que resulta materialmente in-

9	 Disposiciones Transitorias y Finales
Primera.- Ganancias de capital devengadas a partir del 1.1.2004
Las ganancias de capital provenientes de la enajenación de inmuebles distintos a la casa habitación, efectuadas por 
personas naturales, sucesiones indivisas o sociedades conyugales que optaron por tributar como tales, constituirán 
rentas gravadas de la segunda categoría siempre que la adquisición y enajenación de tales bienes se produzca a 
partir del 1.1.2004. (2003)

10	 Norma IV: Principio de Legalidad - Reserva de Ley
Sólo por Ley o por Decreto Legislativo, en caso de delegación, se puede:
a)	 Crear, modificar y suprimir tributos; señalar el hecho generador de la obligación tributaria, la base para su cálculo y 

la alícuota; el acreedor tributario; el deudor tributario y el agente de retención o percepción; sin perjuicio de lo esta-
blecido en el Artículo 10; […]. (1996)

11	 Artículo 17.-
Las rentas de las sucesiones indivisas se reputarán, para los fines del impuesto, como de una persona natural, 
hasta el momento en que se dicte la declaratoria de herederos o se inscriba en los Registros Públicos el testamento.
Dictada la declaratoria de herederos o inscrito el testamento y por el periodo que transcurra hasta la fecha en que 
se adjudiquen judicial o extrajudicialmente los bienes que constituyen la masa hereditaria, el cónyuge supérstite, 
los herederos y los demás sucesores a título gratuito deberán incorporar a sus propias rentas la proporción que les 
corresponda en las renta de la sucesión de acuerdo con su participación en el acervo sucesorio, excepto en los 
casos en que los legatarios deban computar las producidas por los bienes legados.
A partir de la fecha en que se adjudiquen judicial o extrajudicialmente los bienes que constituyen la masa hereditaria, 
cada uno de los herederos deberá computar las rentas producidas por los bienes que se les haya adjudicado. (1993)

viable formalizar la transferencia de un bien que 
continúa inscrito a nombre de una persona falle-
cida. En tal sentido, es la determinación de los su-
cesores la que hace posible el tráfico jurídico del 
inmueble y, por ende, la eventual generación de 
una ganancia de capital.

Pese a ello, la norma legal no establece cómo la 
sucesión indivisa podría adquirir un inmueble. En 
consecuencia, aun admitiendo la autonomía califi-
cadora del derecho tributario, la configuración de 
una hipótesis en la que dicha entidad adquiera y 
enajene bienes requeriría una regulación expresa 
mediante norma con rango de ley, conforme al 
principio de reserva de ley recogido en la Norma 
IV del Código Tributario10.

2.	 Artículo 17 de la Ley del Impuesto a la Renta

El artículo 17 de la Ley del Impuesto a la Renta11 
regula el tratamiento fiscal de las rentas generadas 
con ocasión del fallecimiento de una persona.

Lo dispuesto en el artículo bajo comentario se pue-
de visualizar de mejor forma en la figura 1.

Figura 1: Representación gráfica de lo dispuesto en el artículo 17 de la Ley del Impuesto a la Renta

Fallecimiento 
del causante

Adjudicación 
judicial o 

extrajudicial

Declaratoria 
de herederos o 
inscripción de 

testamento

-	 Las rentas se re-
putan como una 
sola persona.

-	 Artículo 17, LIR 
(primer párrafo)

-	 Cada heredero 
computa sus ren-
tas por los bienes 
que le sean adju-
dicados.

-	 Artículo 17, LIR 
(tercer párrafo)

-	 Los herederos in-
corporan a sus ren-
tas en proporción 
sobre el acervo su-
cesorio.

-	 Artículo 17, LIR 
(segundo párrafo)

Fuente: Elaboración propia. 
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La figura representa las etapas que ocurren desde 
el fallecimiento del causante hasta la adjudicación 
de los bienes hereditarios, así como las consecuen-
cias tributarias, conforme con lo dispuesto en el 
artículo 17 de la Ley del Impuesto a la Renta. 

De su contenido se desprende que, desde el falle-
cimiento del causante hasta la emisión del acta de 
sucesión intestada o la inscripción del testamen-
to, las rentas se reputan como obtenidas por una 
persona natural12. Posteriormente –con la emisión 
del acta de sucesión intestada o la inscripción del 
testamento en la SUNARP–, estas se atribuyen a 
los sucesores en proporción a su participación en 
la herencia, y, finalmente, tras la adjudicación de 
determinados bienes o alícuotas a cada sucesor, 
cada uno de ellos tributa por los bienes que le han 
sido asignados.

Este dispositivo cumple una función estrictamente 
organizativa en la asignación de rentas para efectos 
tributarios. Su finalidad es resolver los problemas 
prácticos derivados de la administración del im-
puesto durante el periodo de transición sucesoria.

Conviene precisar que el presente trabajo no cues-
tiona la finalidad perseguida por el artículo 17 de 
la Ley del Impuesto a la Renta. Por el contrario, re-
conoce que dicha disposición cumple una función 
instrumental legítima al asegurar la continuidad 
de la sujeción al impuesto durante el período de 
transición sucesoria, evitando que la generación 
de rentas quede temporalmente fuera del ámbito 
de imposición mientras se determina quiénes son 
los sucesores. El cuestionamiento desarrollado en 
este artículo es distinto: consiste en determinar si 
esa finalidad administrativa puede servir de fun-
damento para considerar que la sucesión indivisa 
adquiere la propiedad de los bienes hereditarios o 
que los sucesores realizan una nueva adquisición 
con ocasión de la declaratoria de herederos o la 
inscripción del testamento, cuando ninguna nor-
ma con rango de ley establece tales consecuencias.

El artículo 17 de la Ley del Impuesto a la Renta no 
establece en ninguno de sus párrafos que la suce-
sión indivisa adquiera la propiedad de los bienes 
hereditarios. No crea efectos traslativos de propie-
dad ni atribuye a la sucesión indivisa la condición 
de sujeto con capacidad para adquirir o enajenar 
bienes. Tampoco establece que la declaratoria de 
herederos o la inscripción del testamento constitu-
yan actos de adquisición de propiedad.

Por el contrario, únicamente establece cómo de-
ben asignarse las rentas producidas por los bienes 

12	 En la práctica, la sucesión intestada es denominada ‘Sucesión Intestada de (nombres y apellidos del causante)’, pudien-
do obtener un número de registro único tributario o inscribirse de esta forma en los registros municipales de propiedad. 

hereditarios para efectos tributarios. Se trata de 
una regulación orientada exclusivamente a facilitar 
la gestión tributaria, sin alterar el régimen sustanti-
vo de la transmisión patrimonial.

En consecuencia, aun bajo una interpretación sis-
temática de la Trigésimo Quinta Disposición Transi-
toria y Final y el artículo 17 de la Ley del Impuesto 
a la Renta, no existe disposición legal que regule de 
manera expresa cómo la sucesión indivisa podría 
adquirir o transferir bienes inmuebles. 

Esta omisión impide considerar válidamente la 
existencia de una hipótesis de incidencia en los 
términos propuestos por la normativa infrale-
gal, al no haberse definido todos sus elementos 
esenciales.

En tales condiciones, no resulta jurídicamente ad-
misible que esta ausencia normativa sea suplida 
por reglamentos o interpretaciones administrati-
vas, pues ello vulneraría el principio de reserva de 
ley y desnaturalizaría los límites de la autonomía 
calificadora.

En consecuencia, aun cuando se admitiera que el 
legislador tributario puede apartarse del régimen 
civil de transmisión sucesoria, lo cierto es que, en 
el caso analizado, no existe una norma con rango 
de ley que haya definido de manera expresa cómo 
la sucesión indivisa adquiriría o transferiría bienes 
inmuebles para efectos tributarios. Esta omisión 
impide considerar válidamente configurado el 
supuesto de hecho gravado, pues no se han es-
tablecido todos los elementos necesarios para su 
operatividad.

En tales condiciones, no resulta jurídicamente ad-
misible que dicha ausencia normativa sea suplida 
por disposiciones reglamentarias o interpretacio-
nes administrativas, ya que ello implicaría no solo 
una vulneración del principio de reserva de ley, 
sino también una utilización indebida de la auto-
nomía calificadora, al pretender construir una fic-
ción tributaria sin sustento legal suficiente.

C.	 La construcción infralegal de la hipótesis de 
incidencia 

Resulta pacífico en el ordenamiento jurídico que 
las normas reglamentarias no pueden contradecir 
ni ampliar el contenido de las normas con rango 
de ley, ni menos aún crear o modificar supuestos 
de hecho generadores de obligaciones tributarias.
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1.	 Decreto Supremo 086-2004-EF

El Decreto Legislativo 945 estableció que las ga-
nancias de capital por enajenación de inmuebles 
adquiridos y vendidos a partir del 1.1.2004 se en-
cuentran gravadas13, pero no definió los elementos 
necesarios para configurar la hipótesis de inciden-
cia en el caso de sucesiones indivisas. 

Precisamente porque el artículo 17 de la Ley del 
Impuesto a la Renta persigue una finalidad de im-
putación de rentas y continuidad en la recaudación 
del impuesto, no resulta necesario que el legisla-
dor construya una ficción de adquisición del dere-
cho de propiedad por parte de la sucesión indivisa. 
La continuidad de la tributación puede garantizar-
se mediante reglas de atribución subjetiva de las 
rentas sin alterar el régimen civil de transmisión 
sucesoria ni crear nuevas adquisiciones de propie-
dad para efectos tributarios.

En este sentido, el artículo 17 de la Ley del Impues-
to a la renta se limita a establecer la forma en que 
las rentas deben de ser asignadas para efectos tri-
butarios ante el fallecimiento de una persona has-
ta el momento en que los bienes que conformen la 
masa hereditaria sean atribuidos a los sucesores.

13	 Salvo que se trate de una casa habitación, para lo cual se deberán de cumplir con dos requisitos: (i) que el inmueble sea 
de propiedad del enajenante cuando menos por dos años; y (ii) que sea el único inmueble del enajenante. 

14	 Disposiciones Transitorias
Primera.- Ganancias de capital devengadas a partir del 1.1.2004
Para efecto de lo dispuesto en la Primera Disposición Transitoria y Final del Decreto Legislativo 945, se tendrá en cuenta 
lo siguiente:
1.	 No estará gravada con el Impuesto la enajenación de inmuebles cuya adquisición se haya realizado con anterioridad 

al 1.1.2004, a título oneroso o gratuito, mediante documento de fecha cierta.
2.	 Tratándose de sucesiones indivisas a que se refiere el primer párrafo del Artículo 17° de la Ley, se reputará como 

fecha de adquisición del inmueble a la fecha de fallecimiento del causante. 
3.	 En el caso de personas naturales a que se refiere el segundo párrafo del Artículo 17° de la Ley, se considera como 

fecha de adquisición a la fecha en que se dicte la sucesión intestada o se inscriba el testamento en los Registros 
Públicos. (2004)

Pese a ello, el Decreto Supremo 086-2004-EF14  
–norma de rango reglamentario– estableció la exis-
tencia de dos transferencias (dos adquisiciones) 
del derecho de propiedad: (i) la sucesión indivisa 
adquiere el inmueble en la fecha de fallecimiento 
del causante; y, posteriormente, (ii) los sucesores 
adquieren el inmueble con la emisión del acta de 
sucesión intestada o la inscripción del testamento, 
según corresponda.

Esta doble adquisición tiene como efecto que el 
desconocimiento de la fecha en que la propiedad 
es adquirida y, en consecuencia, gravar una opera-
ción que no se encuentra afectada. 

Así, la hipótesis de incidencia que establece la Ley 
del Impuesto a la Renta se ve afectada por el re-
ferido Decreto Supremo, por establecer que una 
entidad sin capacidad jurídica plena (la sucesión 
indivisa) adquiere un inmueble. Luego, la hipótesis 
de incidencia se ve afectada al establecer que di-
cha entidad sin capacidad jurídica plena transfiere 
el derecho de propiedad a los sucesores. 

Lo dispuesto en el Decreto Supremo 086-2004-EF 
se puede visualizar de mejor forma en la Figura 2.

Figura 2: Representación gráfica de lo dispuesto en la Primera Disposición Transitoria  
y Final del Decreto Supremo 086-2004-EF

Fallecimiento 
del causante

Adjudicación 
judicial o 

extrajudicial

Declaratoria 
de herederos o 
inscripción de 

testamento

-	 La sucesión in-
divisa adquiere 
en la fecha del 
fallecimiento del 
causante.

-	 Decreto Supremo 
086-2004-EF, nu-
meral 2

-	 El Decreto Supre-
mo 086-2004-EF 
no otorga efecto 
especial a la adju-
dicación judicial 
o extrajudicial de 
los bienes a los 
herederos.

-	 Cada uno de los he-
rederos adquiere 
(a prorrata) en la 
fecha de la declara-
toria de herederos 
o la inscripción del 
testamento.

-	 Decreto Supremo 
086-2004-EF, nu-
meral 3

Fuente: Elaboración propia. 
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La figura 2 representa en una línea de tiempo las 
etapas que ocurren desde el fallecimiento del 
causante en adelante, así como las consecuencias 
tributarias, conforme con lo dispuesto en Primera 
Disposición Transitoria y Final del Decreto Supre-
mo 086-2004-EF. 

Esta construcción no solo carece de respaldo legal, 
sino que contradice el régimen civil de transmisión 
sucesoria y desnaturaliza el sentido del artículo 17 
de la Ley del Impuesto a la Renta, cuya finalidad es 
meramente organizativa.

En consecuencia, el Decreto Supremo excede los 
límites de la potestad reglamentaria, invadiendo 
un ámbito reservado a la ley y vulnerando el prin-
cipio de reserva de ley tributaria consagrado en el 
artículo 74 de la Constitución.

2.	 Informe 168-2005-SUNAT/2B0000

Sobre la base de la construcción reglamentaria, 
la Superintendencia Nacional de Administración 
Tributaria (en adelante, SUNAT) emitió el Informe 
168-2005-SUNAT/2B0000, en el cual reafirma y 
amplía dicha interpretación.

En particular, el informe señaló lo siguiente:

[…] Tratándose de sucesiones indivisas, es de-
cir, cuando aún no se ha dictado la declaratoria 
de herederos ni se ha inscrito en los Registros 
Públicos el testamento, la transmisión de bie-
nes inmuebles con ocasión del fallecimiento 
del causante constituye una adquisición para la 
sucesión, para los efectos de las normas del Im-
puesto a la Renta materia de análisis, debién-
dose considerar como fecha de tal adquisición 
la del fallecimiento del causante. 

Para los mismos efectos, con la emisión de la 
declaratoria de herederos o la inscripción del 
testamento en los Registros Públicos, se entien-
de que en la misma fecha de tales actos, el cón-

yuge supérstite, los herederos y los demás suce-
sores a título gratuito, adquieren los inmuebles 
que forman parte de la masa hereditaria. 

Cabe señalar que ni en el TUO de la Ley del 
Impuesto a la Renta ni en su Reglamento, así 
como tampoco en ninguna otra norma tributa-
ria se ha dispuesto que en los casos en los que 
se produzca la adjudicación judicial o extrajudi-
cial de los bienes que constituyen la masa here-
ditaria se entiende producida una adquisición 
para los efectos de las normas del Impuesto a 
la Renta materia de análisis.

[...] resulta congruente que se haya señalado 
como momento en que se entiende producida 
la adquisición de los inmuebles de la masa he-
reditaria por parte del cónyuge supérstite, los 
herederos y los demás sucesores a título gra-
tuito, en la fecha de emisión de la declaratoria 
de herederos o de inscripción del testamento 
en los Registros Públicos; y no se haya dispues-
to que se entiende producida la adquisición de 
tales bienes en los casos en los que se produz-
ca la partición y adjudicación judicial o extra-
judicial de los mismos, toda vez que en estos 
casos, los contribuyentes del impuesto siguen 
siendo el cónyuge supérstite, los herederos y 
los demás sucesores a título gratuito, aunque 
ahora con respecto a las rentas producidas por 
los bienes adjudicados a cada cual.

En esa misma línea de argumentación, tratán-
dose de bienes comunes en general, produ-
cida la partición y adjudicación judicial o ex-
trajudicial de los bienes en cuestión, no debe 
entenderse que ha habido una adquisición de 
los mismos para efectos del pago a cuenta del 
Impuesto a la Renta a que se refiere el artículo 
84°-A del TUO de la Ley del Impuesto a la Ren-
ta. (2005)

Lo dispuesto en el Informe 168-2005-SUNAT/ 
2B0000 se puede visualizar de mejor forma en la 
Figura 3.

Figura 3: Representación gráfica del Informe 168-2005-SUNAT/2B0000

Fallecimiento 
del causante

Adjudicación 
judicial o 

extrajudicial

Declaratoria 
de herederos o 
inscripción de 

testamento

-	 La sucesión in-
divisa adquiere 
en la fecha del 
fallecimiento del 
causante.

-	 Informe 168- 
2 0 0 5 - S U N AT / 
2B0000.

-	 Cada uno de los herederos adquiere (a 
prorrata) en la fecha de la declaratoria de 
herederos o la inscripción del testamento.

-	 El Decreto Supremo 086-2004-EF no otorga 
efecto especial a la adjudicación judicial o 
extrajudicial de los bienes a los herederos, 
por lo que se mantiene la fecha de adqui-
sición a la declaratoria de herederos o la 
inscripción del testamento.

-	 Informe 168-2005-SUNAT/2B0000.

Fuente: Elaboración propia. 
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La figura 3 representa en una línea de tiempo las 
etapas que ocurren desde el fallecimiento del 
causante en adelante, así como las consecuencias 
tributarias, conforme con lo interpretado en el In-
forme 168-2005-SUNAT/2B0000.

El informe, además de repetir los errores del De-
creto Supremo 086-2004-EF, extiende alguno de 
los efectos, consolidando un esquema de doble 
adquisición de propiedad, ampliando la aplicación 
del numeral 3 del referido Decreto Supremo. 

La consecuencia de esta construcción es particu-
larmente grave: se exige el pago de un tributo so-
bre la base de una adquisición no prevista por la 
ley tributaria, ni compatible con el régimen civil.

En tal escenario, se produce una vulneración di-
recta del principio de reserva de ley, en la medida 
en que la obligación tributaria no se sustenta en 
una norma con rango de ley, sino en disposiciones 
reglamentarias e interpretaciones administrativas. 
Ni un reglamento ni una interpretación administra-
tiva pueden crear obligaciones tributarias.

Finalmente, la relevancia del presente análisis 
trasciende el plano teórico. La problemática des-
crita ha generado efectos concretos en la práctica, 
afectando la determinación de obligaciones tri-
butarias en casos reales. En tal sentido, a conti-
nuación, se examinarán supuestos específicos que 
evidencian las consecuencias de esta construcción 
normativa.

IV.	 EVALUACIÓN CRÍTICA DEL SISTEMA

El Decreto Legislativo 945 dispuso que las ganan-
cias de capital derivadas de la enajenación de 
inmuebles, adquiridos a partir del 1 de enero de 
2004, constituirían rentas gravadas con el Impues-
to a la Renta de segunda categoría cuando fueran 
obtenidas por personas naturales, sociedades con-
yugales o sucesiones indivisas. Sin embargo, dicha 
norma omitió establecer cómo podría una suce-
sión indivisa –que carece de personería jurídica 
plena– adquirir o enajenar un bien inmueble.

Si bien esta norma se aparta de lo previsto por el 
Código Civil –según el cual los sucesores adquieren 
los derechos y obligaciones del causante desde el 
momento de su fallecimiento, sin solución de con-
tinuidad– dicha divergencia puede justificarse, en 
principio, por la autonomía calificadora del dere-
cho tributario. Esta permite al legislador tributa-
rio crear sus propias categorías jurídicas con fines 
fiscales, siempre dentro del marco constitucional 
y legal. No obstante, los problemas del Decreto Le-
gislativo 945 se hacen evidentes cuando se trasla-
da su aplicación al terreno práctico.

En el Perú, la sucesión indivisa solo tiene capa-
cidad jurídica limitada. En el ámbito tributario 
cuenta con capacidad para cumplir determinadas 
funciones, por ejemplo, obtener un número de Re-
gistro Único de Contribuyente y poder cumplir con 
determinadas obligaciones tributarias. Pero, como 
regla general, no posee capacidad suficiente para 
adquirir y enajenar inmuebles. Surge entonces una 
pregunta clave: ¿cómo puede una entidad sin ca-
pacidad jurídica adquirir o transferir la propiedad 
de un inmueble?

Imagine el lector el siguiente caso: una persona 
fallece intestada dejando como único bien un in-
mueble, y tiene dos hijos. Si un comprador quisiera 
adquirir el inmueble, lo usual sería que esperara a 
la sucesión indivisa e, inclusive, su inscripción en 
Registros Públicos. Pero si, por confianza, decide 
comprar el inmueble antes de que se realice el 
procedimiento de sucesión intestada, ¿con quién 
celebraría el contrato? La única respuesta posible 
es: con los hijos. Celebrar dicho contrato con la su-
cesión indivisa sería jurídicamente inviable, ya que 
esta no tiene capacidad legal para enajenar bienes.

En consecuencia, tampoco sería jurídicamente 
aceptable sostener que esta operación –realizada 
entre los hijos y el comprador antes de realizarse la 
sucesión intestada– fue celebrada por la sucesión 
indivisa. No existe norma con rango de ley que así 
lo disponga. Y como es sabido, en materia tributa-
ria, toda creación de obligaciones debe tener sus-
tento legal expreso.

Este error conceptual no solo se mantuvo, sino que 
fue agravado por el Decreto Supremo 086-2004-EF 
y por el Informe 168-2005-SUNAT/2B0000. El pri-
mero tergiversó el contenido del artículo 17 de la 
Ley del Impuesto a la Renta –norma que solo regu-
la la atribución de rentas, no la titularidad de los 
bienes–, al establecer dos ficciones sin sustento le-
gal: (i) que la sucesión indivisa adquiere los bienes 
en la fecha del fallecimiento del causante y (ii) que 
los sucesores adquieren los bienes desde la fecha 
del acta de sucesión intestada o la inscripción del 
testamento en los Registros Públicos.

Sin perjuicio de los problemas ya señalados res-
pecto a pretender que una sucesión indivisa pue-
da adquirir y enajenar bienes, el Decreto Supre-
mo 086-2004-EF genera un problema adicional, 
como lo es el pretender que existe una segunda 
adquisición por parte de los sucesores desde la 
fecha del acta de sucesión intestada o la inscrip-
ción del testamento en los Registros Públicos. Si 
los bienes son adquiridos desde la muerte del 
causante, ¿cómo podría interpretarse que existe 
una nueva adquisición sin norma con rango legal 
que así lo establezca?
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Por su parte, el Informe 168-2005-SUNAT/2B0000 
extendió aún más el error contenido en el numeral 
3 del citado decreto supremo, al considerar que in-
cluso en los casos en que ya se han adjudicado los 
bienes, la adquisición se entiende realizada desde 
la fecha del acta de sucesión intestada o la inscrip-
ción del testamento. Esta interpretación, además 
de ser ajena a toda base legal, vulnera el principio 
de reserva de ley y contradice los fundamentos del 
derecho sucesorio.

Estas inconsistencias ponen en evidencia un pro-
blema estructural en la relación entre el derecho 
tributario y el derecho civil. Resulta indispensable 
que el legislador armonice ambos sistemas norma-
tivos, especialmente cuando se trata de institucio-
nes complejas como la sucesión indivisa. La auto-
nomía calificadora del derecho tributario no puede 
utilizarse como excusa para construir ficciones ju-
rídicas sin base legal ni coherencia lógica. La segu-
ridad jurídica, la coherencia normativa y el respeto 
al principio de legalidad exigen una reforma que 
unifique los criterios civiles y tributarios en torno a 
la titularidad y enajenación de bienes hereditarios, 
asegurando así un sistema tributario justo, racio-
nal y respetuoso del orden constitucional.

V.	 ANÁLISIS DE ALGUNOS CASOS RELEVANTES

Teniendo en cuenta lo antes expuesto, resulta sen-
cillo de entender que en muchos casos los adminis-
trados simplemente opten por realizar el pago del 
impuesto y olvidarse del asunto; o, pagar y, poste-
riormente, solicitar la devolución de este argumen-
tando ser un pago indebido. Tampoco sorprende 
que el criterio seguido por el Tribunal Fiscal res-
ponda a lo establecido en el Decreto Supremo 086-
2004-EF y el Informe 168-2005-SUNAT/2B0000, 
como se puede comprobar de la revisión de las 
Resoluciones del Tribunal Fiscal (en adelante, RTF) 
que a continuación se detallan.

A.	 RTF 12823-4-2013

En este caso, una sociedad conyugal adquirió un 
inmueble en una fecha no indicada. Al fallecer el 

15	 Al respecto, el Tribunal Fiscal señaló: 
Que de lo expuesto se advierte que a partir de dicha fecha (11 de enero de 2007), la recurrente en calidad de here-
dera de […], debía incorporar a sus propias rentas la proporción que le correspondía en las rentas de tal sucesión de 
acuerdo con su participación en el acervo sucesorio, al haberse dictado la referida sucesión intestada, constituyén-
dose a dicha fecha en copropietaria de los derechos y acciones que correspondía a la citada causante, reputándose 
las indicadas rentas a la recurrente en su calidad de persona natural a partir de la mencionada fecha, de conformi-
dad con lo establecido en el artículo 17° de la Ley del Impuesto a al Renta, considerándose además conforme con lo 
establecido en el numeral 3 de la Primera Disposición Transitoria del Decreto Supremo N° 086-2004-EF, que a dicha 
fecha adquirió la referida proporción del inmueble en mención.
Que habiendo adquirido la recurrente la indicada proporción del referido inmueble ubicado en […], con posterioridad 
al 1 de enero de 2004, su transferencia se encontrará afecta con el Impuesto a la Renta por la indicada proporción. 
(RTF 12823-4-2013)

cónyuge causante, la cónyuge supérstite y sus hijos 
fueron declarados sucesores mediante resolución 
judicial emitida en julio de 1976. Con anterioridad 
al año 2004 fallece la cónyuge supérstite; sin em-
bargo, su sucesión intestada fue realizada en ene-
ro de 2007, declarándose sucesores a sus hijos. En 
abril de 2008, los sucesores vendieron el inmueble 
adquirido de sus padres a un tercero. 

La SUNAT, amparándose en el Decreto Supremo 
086-2004-EF, sostuvo que la fecha de adquisición 
de la propiedad por los sucesores fue en el año 
2007. Además, señaló que, al haberse vendido el 
inmueble el 2008, dicho inmueble no calificaba 
como casa habitación de los vendedores, por lo 
que se encontraban afectos al impuesto a la renta 
por ganancia de capital. 

El Tribunal Fiscal resolvió que la ganancia de capi-
tal por la venta de la parte alícuota adquirida del 
padre causante en el año 1976 no se encontraba 
gravada con el impuesto a la renta; sin embargo, sí 
se encontraba afecta la venta de la parte alícuota 
adquirida de la madre causante, por haberse ad-
quirido –en opinión del Tribunal Fiscal– mediante 
acta de sucesión intestada del año 200715.

La afectación al patrimonio de los administrados 
resulta evidente, no solo porque el Decreto Su-
premo 086-2004-EF transgrede la reserva de ley, 
sino también porque la Administración Tributaria 
reconoció en el año 2019 que el argumento que 
sostuvo dicho reparo carece de sustento técni-
co. Así, en octubre de 2019, se emitió el Informe 
157-2019-SUNAT/7T0000, en el cual la SUNAT re-
conoció que los ingresos obtenidos por la venta de 
un inmueble adquirido en dos momentos distin-
tos, uno de ellos antes del 2004, no se encuentra 
gravada con el impuesto a la renta. 

B.	 RTF 12825-4-2013

En este caso, una persona –propietaria de un in-
mueble– falleció intestada en enero del 2001; sin 
embargo, el acta de sucesión intestada fue realiza-
da en enero de 2007. En abril de 2008, los suceso-
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res vendieron el inmueble adquirido del causante 
a un tercero. 

La SUNAT sostuvo que la fecha de adquisición de 
la propiedad por los sucesores fue en el año 2007. 
Sin embargo, lo que resulta alarmante es que la 
SUNAT consideró como fecha de adquisición a la 
fecha de inscripción de la sucesión intestada en 
los registros de la SUNARP, contraviniendo el texto 
del Decreto Supremo 086-2004-EF, el cual ya re-
sulta cuestionable. Por tanto, al haberse vendido 
el inmueble en 2008, para la SUNAT, la ganancia 
de capital generada por dicha venta se encontraba 
gravada con el impuesto a la renta. 

El Tribunal Fiscal resolvió que la fecha de adquisi-
ción del inmueble fue en el año 2007, por lo que 
consideró que dicha operación se encontraba gra-
vada con el impuesto a la renta16.

C.	 RTF 15955-4-2013

En este caso, una sociedad conyugal adquirió un 
inmueble en una fecha no indicada. La cónyuge 
causante falleció en setiembre de 1983; sin em-
bargo, su sucesión intestada fue realizada en mayo 
de 2004 e inscrita en los registros de la SUNARP en 
noviembre de 2006. En dicha sucesión intestada se 
declararon sucesores al cónyuge supérstite y a los 
hijos de la causante. En marzo de 1989, falleció el 
cónyuge supérstite; sin embargo, su sucesión in-

16	 Al respecto, el Tribunal Fiscal señaló:
Que consecuentemente, toda vez que al 4 de abril de 2008, fecha de celebración del contrato de compra venta antes 
aludido, ya se había dictado la sucesión intestada conforme se ha indicado y la recurrente se encontraba incursa en 
los alcances del segundo párrafo del artículo 17°, le resultaba aplicable lo dispuesto por el numeral 3 de la Primera 
Disposición Transitoria del Decreto Supremo N° 086-2004-EF, a efecto de establecer la fecha de adquisición del 
bien inmueble enajenado, y en consecuencia ésta es la fecha en que se dictó la sucesión intestada, esto es, el 5 
de enero de 2007.
[…]
Que tal como se ha señalado precedentemente, al haberse dictado la declaratoria de herederos con anterioridad 
a la celebración del contrato de compra venta, la recurrente era contribuyente del Impuesto a la Renta siendo que 
de conformidad con el Decreto Supremo N° 086-2004-EF, la fecha de adquisición del inmueble enajenado era el 
5 de enero de 2007, fecha en que se dictó la sucesión intestada, por lo que carece de sustento lo alegado por la 
recurrente en cuanto a que debe de considerarse como fecha de adquisición del inmueble el 29 de marzo de 2001, 
fecha de fallecimiento del causante. 
Que asimismo cabe precisar que si bien el numeral 2 del Decreto Supremo N° 086-2004-EF, establece que se repu-
tará como fecha de adquisición del inmueble enajenado a la fecha de fallecimiento de causante, dicho supuesto está 
previsto para los casos en los que las sucesiones indivisas son las que efectúan la enajenación del bien, toda vez 
que en dicho supuesto son dichas entidades los contribuyente del Impuesto a la Renta, dejando de existir como tales 
a partir de la declaratoria de herederos, como suceden en el caso de autos; por lo que lo alegado por la recurrente 
en el sentido contrario carece de sustento. (RTF 12825-4-2013) 

17	 Al respecto, el Tribunal Fiscal señaló:
Que conforme se puede apreciar, a la fecha en que el recurrente transfirió las acciones y derechos que le corres-
pondían por el mencionado inmueble, se habían dictado las sucesiones intestadas de […] y […], mediante el acta 
notarial del 17 de mayo de 2004 y Resolución No […] del […] Juzgado Civil de Lima de 22 de agosto de 2006, 
respectivamente, por lol que de acuerdo con lo establecido en el artículo 17° de la Ley del Impuesto a la Renta, el 
recurrente en su calidad de heredero debía incorporar a sus propias rentas la proporción que le correspondía en las 
rentas de la sucesión, siendo que conforme con la Primera Disposición Transitoria del Decreto Supremo N° 086-
2004-EF, la fecha de adquisición de tales acciones y derechos correspondían a la fecha en que se dictaron las 
sucesiones intestadas, esto es, el 17 de mayo de 2004 y 22 de agosto de 2006, respectivamente, y en consecuencia 
al haber transferido el inmueble el […] 2007, dicha operación constituía una ganancia de capital, la que se encuentra 
gravada como renta de segunda categoría […]. (RTF 15955-4-2013)

testada fue realizada en agosto de 2006 e inscrita 
en los registros de la SUNARP en marzo de 2007. 
En dicha sucesión intestada se declararon suceso-
res a los hijos del causante. En mayo de 2007, los 
sucesores vendieron el inmueble adquirido de sus 
padres a un tercero. 

De igual forma que en la RTF 12825-4-2013, en 
este caso, la SUNAT consideró como fecha de ad-
quisición las fechas de inscripción de las actas de 
ambas sucesiones intestadas en los registros de la 
SUNARP y no las fechas de las propias actas, con-
traviniendo el –cuestionado– texto del Decreto 
Supremo 086-2004-EF. De esta forma, al haberse 
vendido el inmueble en mayo de 2007, la ganancia 
de capital generada por dicha venta se encontraba 
gravada con el impuesto a la renta.
 
El Tribunal Fiscal resolvió que las adquisiciones de 
las partes alícuotas ocurrieron en los años 2004 y 
2006, fechas en las que se realizaron las sucesio-
nes intestadas. Por tanto, dicho ente determinó 
que la ganancia de capital obtenida por la venta se 
encontraba afecta al impuesto a la renta17.

Si bien no compartimos la posición del Tribunal Fis-
cal, es de reconocer que rechazó la postura de la 
SUNAT en cuanto dicha entidad pretendía que las 
fechas de adquisición fueran las correspondientes 
a la inscripción en los registros de la SUNARP de las 
actas de sucesión intestada de los causantes. 
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Resulta grave el hecho que el Tribunal Fiscal hiciera 
prevalecer una norma infralegal frente a otra de 
norma legal, basándose en el principio de especia-
lidad. La gravedad se entiende desde que la Ley del 
Impuesto a la Renta no establece que la sucesión 
indivisa adquiera derechos, sino que esto se esta-
blece mediante una norma infralegal (Decreto Su-
premo 086-2004-EF)18.

D.	 RTF 03801-8-2022 y Casación 17472-2023-
LIMA

Debido a la relativa antigüedad de las resoluciones 
analizadas hasta este punto, el lector podría su-
poner que este tema actualmente ya no se discu-
te. Sin embargo, la realidad demuestra que es un 
tema altamente relevante en la práctica diaria. Si 
se tiene en consideración que el sector inmobilia-
rio se encuentra en una etapa de crecimiento con-
tinuo, la alta demanda por terrenos para construir 
edificios de vivienda genera que situaciones como 
las antes comentadas sean frecuentes. En este 
contexto, recientemente se resolvió un caso sobre 
la materia, que fue llevado hasta el Poder Judicial. 

1.	 RTF 03801-8-2022

Este caso presenta algunos elementos que lo vuel-
ven particularmente interesante, pues de forma 
previa al hecho que resolviera el Tribunal Fiscal, la 
Administración Tributaria había concedido la razón 
al contribuyente, considerando que el pago que 
realizó fue un pago indebido, por no calificar como 
ganancia de capital gravada, siendo que posterior-
mente la SUNAT cambió de criterio con motivo de 
una fiscalización realizada al contribuyente. Sin 
embargo, para efectos del presente artículo, dicho 
antecedente no será tenido en cuenta. 

En este caso, una sociedad conyugal adquirió un 
inmueble en una fecha no determinada. El cón-
yuge causante falleció en julio de 1977; sin em-

18	 Al respecto, el Tribunal Fiscal señaló:
[…] cabe señalar que el artículo 17° de la Ley del Impuesto a la Renta, establece que una vez dictada la declaratoria 
de herederos hasta que se adjudiquen los bienes de la masa hereditaria, los herederos deberán incorporar a sus 
rentas la proporción que les corresponde en las rentas de la sucesión, por lo que la Primera Disposición Transitoria 
del Decreto Supremo N° 086-2004-EF ha dispuesto que se considera como fecha de adquisición a al fecha en que 
se dicte la sucesión intestada, entre otros, en tal sentido por el principio de especialidad de la norma, en materia 
del Impuesto a la Renta para los efectos de determinar si se encuentra gravada la operación de venta de bienes 
inmuebles deberá verificarse que el recurrente haya adquirido el inmueble a partir del año 2004, conforme a lo dis-
puesto en la norma tributaria (ley especial), la que prima respecto de lo dispuesto en el artículo 660° del Código Civil 
(ley general), lo que se encuentra acreditado en autos, por lo que no resulta amparable el alegato formulado por el 
recurrente. (RTF 15955-4-2013)

19	 Al respecto, el Tribunal Fiscal señaló: 
Que de lo expuesto, se advierte que el 26 de octubre de 2018, fecha de celebración del contrato de compra venta 
antes aludido, ya se había dictado la sucesión intestada, y el recurrente se encontraba incurso en los alcances del 
segundo párrafo del artículo 17 de la Ley del Impuesto a la Renta, por lo que le resultaba aplicable lo dispuesto 
por el numeral 3 de la Primera Disposición Transitoria del Decreto Supremo N° 086-2004-EF, y, en ese sentido, el 
recurrente adquirió el 25% de las acciones y derechos del inmueble enajenado el 3 de setiembre de 2004, fecha en 
que se dictó la sucesión intestada.

bargo, su sucesión intestada fue realizada en se-
tiembre de 2004 e inscrita en los registros de la 
SUNARP posteriormente (no se indica la fecha). En 
dicha sucesión intestada se declararon sucesores 
a la cónyuge supérstite y al hijo del causante. En 
mayo de 2003, falleció la cónyuge supérstite; sin 
embargo, su sucesión intestada fue realizada en 
setiembre de 2004 e inscrita en los registros de la 
SUNARP en diciembre de 2005. En dicha sucesión 
intestada se declaró sucesor al hijo de la causante. 
En diciembre de 2005 se inscribió la adjudicación 
de las alícuotas en la partida registral del inmue-
ble heredado. En octubre de 2018, los sucesores 
vendieron el inmueble adquirido de sus padres a 
un tercero.

Al igual que en las RTF 12825-4-2013 y 15955-4-
2013, la SUNAT consideró como fecha de adqui-
sición las fechas de inscripción de las actas en 
los registros de la SUNARP y no las fechas de las 
propias actas, contraviniendo el propio texto del 
–cuestionado– Decreto Supremo 086-2004-EF. 
De esta forma, al haberse vendido el inmueble en 
octubre de 2018, la ganancia de capital generada 
por dicha venta se encontraba gravada con el im-
puesto a la renta. 

El Tribunal Fiscal resolvió que la adquisición del 
inmueble por el contribuyente fue en setiembre 
de 2004, dictaminando que la ganancia de capital 
obtenida por la venta se encontraba afecta al im-
puesto a la renta19.

Este caso es relevante debido a que el contribu-
yente sustentó su postura en que la venta fue rea-
lizada luego de que la sucesión indivisa se había 
extinguido; es decir, su premisa se sostenía en el 
hecho que, al haberse extinguido la sucesión indi-
visa en virtud de la adjudicación, debía de consi-
derarse que la venta fue realizada como persona 
natural (sucesor). Según este razonamiento, debía 
de aplicarse el numeral 2 del Decreto Supremo 
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086-2004-EF, considerándose como fecha de ad-
quisición la fecha del fallecimiento de la causante 
(2003) y no el segundo párrafo del artículo 17 de la 
Ley del Impuesto a la Renta y consecuentemente 
numeral 3 del Decreto Supremo 086-2004-EF (en 
virtud de lo cual la SUNAT consideró como de ad-
quisición la sucesión indivisa). 

El argumento resulta interesante porque, si bien 
el numeral 2 del Decreto Supremo 086-2004-EF sí 
establece que se considera como fecha de adquisi-
ción a la fecha de fallecimiento del causante, dicho 
numeral remite expresamente al primer párrafo 
del artículo 17 de la Ley del Impuesto a la Renta, el 
cual se refiere a las sucesiones indivisas. 

Lo más interesante de este caso es que el contri-
buyente logró obtener una resolución de la Corte 
Suprema favorable a sus intereses, la cual se anali-
za a continuación.

2.	 CAS 17472-2023-LIMA

Este pronunciamiento de la Quinta Sala de Dere-
cho Constitucional y Social Transitoria de la Corte 
Suprema resolvió el caso que diera mérito a la RTF 
03801-8-2022, comentada previamente. 

Tanto en primera como en segunda instancia ju-
dicial, se dio la razón a lo señalado por el Tribunal 
Fiscal, considerando que el inmueble fue adquiri-
do en setiembre de 2004 –fecha en que se dictó 
la sucesión intestada de la causante–, por lo que 
la venta realizada por los sucesores en octubre 
de 2018 generaba una ganancia de capital afecta 

Que estando a lo expuesto y considerando que la adquisición del bien enajenado se produjo con posterioridad al 1 
de enero de 2004, la venta realizada por el recurrente se encontraba gravada con el Impuesto a la Renta como renta 
de segunda categoría, por lo que el reparo bajo análisis se encuentra arreglado a ley, correspondiente confirmar la 
apelada. 
Que tal como se ha señalado precedentemente, al haberse dictado la declaratoria de herederos con anterioridad a 
la celebración del contrato de compraventa, el recurrente tenía la calidad de contribuyente del Impuesto a la Renta 
siendo que de conformidad con el numeral 3 de la Primera Disposición Transitoria del Decreto Supremo N° 086-
2004-EF, la fecha de adquisición del 25% de las acciones y derechos del inmueble enajenado fue el 3 de setiembre 
de 2004, fecha en que se dictó la sucesión intestada, por lo que carece de sustento lo alegado por el recurrente 
en cuanto a que debe de considerarse como fecha de adquisición del inmueble el 11 de mayo de 2003, fecha de 
fallecimiento del causante. (RTF 03801-8-2022)

20	 Pues lo dispuesto en dicho numeral solo se aplicaría desde la fecha de la sucesión indivisa (o inscripción del testamento 
en los Registros Públicos) hasta la fecha de adjudicación a favor de los sucesores. 

21	 Pues lo dispuesto en dicho numeral solo se aplicaría si el bien se hubiera vendido durante el periodo de existencia de la 
sucesión indivisa. 

22	 Al respecto, en la CAS 17472-2023-LIMA, la Corte Suprema señaló: 
2.23. Al respecto, es pertinente hacer referencia al principio de supletoriedad, que está vinculado a la relación entre 
las disposiciones de diversas ramas o subsistemas de nuestro ordenamiento jurídico, por el cual lo regulado en un 
cuerpo normativo puede ser aplicable a otro, siempre y cuando no sea incompatible, para evitar la existencia de 
lagunas jurídicas. 
2.24. Con relación a la aplicación supletoria del Código Civil a otro tipo de relaciones jurídicas reguladas por otras 
leyes, el artículo IX del título preliminar del Código Civil señala lo siguiente:

Artículo IX.- Aplicación supletoria del Código Civil
Las disposiciones del Código Civil se aplican supletoriamente a las relaciones y situaciones jurídicas reguladas 
por otras leyes, siempre que no sean incompatibles con su naturaleza. 

al impuesto a la renta de segunda categoría, apli-
cándose el numeral 3 del Decreto Supremo 086-
2004-EF.

Al respecto, la Corte Suprema analizó si correspon-
día o no aplicar el referido numeral 3 al caso con-
creto. Es decir, si se debía o no considerar como fe-
cha de adquisición a la fecha de la sucesión indivi-
sa. De los argumentos expuestos en la sentencia se 
puede interpretar lo siguiente: la Corte Suprema 
consideró que para el momento en que se celebró 
el contrato de compraventa (octubre de 2018) la 
sucesión indivisa ya se había extinguido, por lo que 
no cabría aplicar el numeral 3 del Decreto Supre-
mo 086-2004-EF20. Por la misma razón, tampoco 
cabría aplicar el numeral 2 del Decreto Supremo 
086-2004-EF21. Siendo que no existe una norma 
tributaria que se aplique al caso en concreto, en 
virtud del principio de supletoriedad, se aplica el 
artículo 660 del Código Civil, según el cual desde 
el momento de fallecimiento de una persona to-
dos los derechos y obligaciones son transmitidos 
a sus sucesores. Además, la Corte Suprema tuvo 
en consideración que el acta de sucesión intestada 
tiene carácter declarativo, no pudiendo ser inter-
pretada como un acto constitutivo. Por lo tanto, 
en el caso concreto, se determinó que la fecha de 
adquisición fue la fecha de fallecimiento de la cau-
sante (mayo de 2003), por lo que la ganancia de 
capital que se generó en virtud de la enajenación 
del inmueble no se encuentra afecta al impuesto a 
la renta. En este sentido, la Corte Suprema declaró 
nula la RTF 03801-8-2022, así como la Resolución 
de Intendencia respectiva, ordenando a la SUNAT 
la devolución de todo lo pagado22.
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Como puede apreciarse, si bien la Corte Supre-
ma reconoció que la adquisición ocurre desde el 
fallecimiento del causante, no cuestionó que una 
norma reglamentaria como el Decreto Supremo 
086-2004-EF pudiera crear o modificar los elemen-
tos del hecho imponible, en clara vulneración del 
principio de reserva de ley. 

Sin perjuicio de que el resultado al que arriba la 
Corte Suprema resulta compatible con la lógica 

2.25. Ahora bien, en el ámbito tributario prima el principio de especialidad; no obstante, será pertinente la aplicación 
de normas distintas a las tributarias siempre que no se opongan ni las desnaturalicen, y supletoriamente se aplica-
rán los principios del derecho tributario o, en su defecto, los del derecho administrativo. Así, la norma IX del título 
preliminar del Texto Único Ordenado del Código Tributario señala lo siguiente:

NORMA IX: APLICACIÓN SUPLETORIA DE LOS PRINCIPIOS DEL DERECHO
En lo no previsto por este Código o en otras normas tributarias podrán aplicarse normas distintas a las tributarias 
siempre que no se les opongan ni las desnaturalicen. Supletoriamente se aplicarán los Principios del Derecho 
Tributario, o en su defecto, los Principios del Derecho Administrativo y los Principios Generales del Derecho. 

2.26. Por lo tanto, a fin de determinar si la enajenación del inmueble materia de litis, efectuada el veintiséis de octu-
bre de dos mil dieciocho, se encontraba o no gravada con el impuesto a la renta de segunda categoría, corresponde 
que esta Sala Suprema determine si el recurrente adquirió el derecho de propiedad sobre el bien inmueble con 
anterioridad al 01 de enero de 2004.
2.27. Teniendo en cuenta los hechos expuestos, el artículo 61 del Código Civil refiere que la muerte pone fin a la 
persona; en consecuencia, desde el momento de la muerte de una persona, los bienes, derechos y obligaciones que 
constituyen la herencia se transmiten a sus sucesores, tal como lo prescribe el artículo 660 del Código Civil. Así, se 
genera un cambio de titularidad en el patrimonio del causante y son los sucesores los llamados a heredar, debido a 
que tienen vocación hereditaria.
2.28. En tal sentido, el acta que contiene la declaratoria de herederos es de carácter declarativo, es decir, se reco-
nocen los derechos ya existentes que surgen al momento del fallecimiento del causante; siendo necesario, sin em-
bargo, que, para el ejercicio de los derechos y obligaciones, la calidad de heredero sea reconocida por el funcionario 
competente, como es el juez o el notario. 
2.29. Por lo tanto, en el caso, el inmueble enajenado por el recurrente fue adquirido por este en su calidad de he-
redero desde el momento de la muerte de sus padres, […] y […], quienes fallecieron intestados el 11 de mayo de 
2026 y el 25 de julio de 1977, respectivamente; es decir, la adquisición ocurrió con anterioridad al 01 de enero de 
204, de conformidad con lo establecido en el artículo 660 del Código Civil. Asimismo, dicho bien fue enajenado como 
persona natural el 26 de octubre de 2018 y no como miembro de la sucesión intestada, pues esta ya se encontraba 
extinguida con la declaratoria de herederos en virtud del numeral 2 de la primera disposición transitoria del Decreto 
Supremo N.° 086-2004-EF.
2.30. Cabe precisar que, los bienes no han sido enajenados durante la existencia de la sucesión pues, de ser así 
se tendrían que haber incorporado las rentas que corresponden de la sucesión; no obstante, ello se realizó el 28 
de diciembre de 2018, cuando ya estaba extinguida la sucesión intestada con la adjudicación extrajudicial de los 
bienes de la sucesión, por lo que resulta aplicable el supuesto establecido en el numeral 1 del Decreto Supremo 
N.° 086-2004-EF.
2.31. Por las consideraciones antes expuestas, corresponde declarar fundadas las infracciones de naturaleza sus-
tancial denunciadas por el recurrente. (2013)

del derecho civil –al reconocer que la adquisición 
del inmueble se produce desde el fallecimiento 
del causante–, la fundamentación empleada pre-
senta una debilidad relevante desde la perspec-
tiva del derecho tributario. En efecto, el análisis 
judicial parte de la premisa de la inexistencia de 
una norma tributaria aplicable al caso concreto, lo 
que justificaría la aplicación supletoria del Código 
Civil. No obstante, lo relevante del caso no radica 
únicamente en una falta de regulación adecuada, 

Figura 4: Representación gráfica de la interpretación del Decreto Supremo 086-2004-EF hecho  
por la Corte Suprema en la Casación 17472-2023-LIMA

Fallecimiento 
del causante

Adjudicación 
judicial o 

extrajudicial

Declaratoria 
de herederos o 
inscripción de 

testamento

-	 La sucesión in-
divisa adquiere 
en la fecha del 
fallecimiento del 
causante.

-	 Decreto Supremo 
086-2004-EF, nu-
meral 2

-	 Adjudicado el 
inmueble, la su-
cesión indivisa se 
extingue.

-	 Ante el silencio 
del Decreto Su-
premo 086-2004-
EF, se aplica el 
artículo 660 del 
Código Civil.

-	 Cada uno de los he-
rederos adquiere 
(a prorrata) en la 
fecha de la declara-
toria de herederos 
o la inscripción del 
testamento.

-	 Decreto Supremo 
086-2004-EF, nu-
meral 3

Fuente: Elaboración propia. 
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sino en la existencia de disposiciones reglamenta-
rias que, excediendo su ámbito competencial, han 
pretendido configurar elementos esenciales de la 
hipótesis de incidencia.

En este contexto, se perdió una oportunidad para 
que la Corte Suprema se pronuncie de manera ex-
presa sobre la validez constitucional del Decreto 
Supremo 086-2004-EF y de la interpretación admi-
nistrativa que de él deriva, manteniéndose la inse-
guridad jurídica. De este modo, si bien se corrigió 
el resultado en el caso concreto, no se estableció 
un criterio claro respecto de los límites de la potes-
tad reglamentaria en materia tributaria, ni se de-
sarrolló una doctrina jurisprudencial sólida sobre 
el alcance del principio de reserva de ley en la con-
figuración de las ganancias de capital en supuestos 
de transmisión sucesoria.

VI.	 PROPUESTA CORRECTIVA

A partir del análisis efectuado, se advierte que el 
principal problema en el tratamiento tributario 
de la sucesión indivisa no radica únicamente en la 
existencia de normas reglamentarias que exceden 
su ámbito competencial, sino también en la falta 
de una regulación legal clara y coherente sobre la 
forma en que deben entenderse las transmisiones 
patrimoniales en este contexto.

En ese sentido, una interpretación conforme con la 
Constitución y con el sistema jurídico en su conjun-
to exige reconocer que, en ausencia de una norma 
con rango de ley que establezca expresamente lo 
contrario, resultan plenamente aplicables las re-
glas del derecho civil sobre transmisión sucesoria. 
En particular, debe entenderse que los sucesores 
adquieren los bienes, derechos y obligaciones del 
causante desde el momento de su fallecimiento, 
sin solución de continuidad, y que la sucesión in-
testada o la inscripción del testamento tienen úni-
camente un carácter declarativo y no constitutivo 
de derechos.

Bajo esta premisa, la sucesión indivisa no puede 
ser considerada, ni siquiera para efectos tributa-
rios, como un sujeto con capacidad para adquirir o 
enajenar bienes inmuebles. Su reconocimiento en 
el ámbito tributario responde exclusivamente a fi-
nalidades de carácter instrumental, vinculadas a la 
administración, control y recaudación de tributos, 
tales como la posibilidad de contar con un número 
de Registro Único de Contribuyentes o de cumplir 
con obligaciones formales.

En consecuencia, no resulta jurídicamente admi-
sible sostener que la sucesión indivisa adquiere 
bienes al momento del fallecimiento del causan-
te, ni que exista una segunda adquisición a favor 

de los sucesores con ocasión de emitirse el acta 
de sucesión intestada o inscribirse el testamento 
en los registros de la SUNARP. Tales construccio-
nes no solo carecen de sustento en una norma 
con rango de ley, sino que generan una ruptura 
injustificada entre el tratamiento civil y tributario 
de la transmisión sucesoria, desconociendo tanto 
la dogmática jurídica como la realidad de las ope-
raciones económicas.

Esta disociación produce, además, efectos prácti-
cos indeseables, al introducir incertidumbre en la 
determinación de la base imponible y en la identi-
ficación del sujeto pasivo, así como al permitir la 
imposición de cargas tributarias sobre la base de 
adquisiciones ficticias.

Por ello, resulta necesario que el legislador esta-
blezca de manera expresa que las diferencias en el 
tratamiento tributario de la sucesión indivisa tie-
nen un carácter exclusivamente funcional, orien-
tado a facilitar la gestión y fiscalización de los tri-
butos, sin que ello implique la creación de nuevas 
categorías sustantivas en materia de titularidad o 
transferencia de derechos.

En particular, cualquier regulación futura debería 
dejar claramente establecido que: (i) la sucesión 
indivisa no adquiere ni transfiere bienes inmue-
bles; (ii) los sucesores son considerados propieta-
rios desde el fallecimiento del causante para todos 
los efectos jurídicos, incluidos los tributarios; y 
(iii) las reglas especiales del derecho tributario en 
esta materia tienen como único propósito ordenar 
la atribución de rentas y el cumplimiento de obli-
gaciones fiscales, sin alterar la naturaleza ni el mo-
mento de la adquisición de los bienes.

Solo a través de una regulación de este tipo será 
posible garantizar la coherencia del ordenamiento 
jurídico, la seguridad jurídica de los contribuyentes 
y el pleno respeto al principio de reserva de ley en 
materia tributaria.

VII.	 CONCLUSIONES

–	 En el derecho civil peruano, la transmisión 
del patrimonio del causante a sus sucesores 
se produce desde el momento mismo de su 
fallecimiento, sin solución de continuidad. 
En este marco, la sucesión indivisa no cons-
tituye un sujeto de derecho con capacidad 
jurídica plena, sino un patrimonio autónomo 
de carácter transitorio, carente –como regla 
general– de facultades para adquirir o enaje-
nar bienes inmuebles. 

–	 La sucesión intestada cumple una función 
meramente declarativa y probatoria de la 
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calidad sucesoria, mas no constitutiva de 
derechos. En consecuencia, no genera una 
adquisición de propiedad, sino que reconoce 
una situación jurídica preexistente.

–	 En el ámbito tributario, si bien el Código 
Tributario y la Ley del Impuesto a la Renta 
reconocen a la sucesión indivisa capacidad 
tributaria, esta tiene carácter instrumental 
y está orientada a facilitar la administración, 
declaración y pago de tributos.

–	 El principio de autonomía calificadora del 
derecho tributario permite apartarse de las 
categorías del derecho civil; sin embargo, su 
ejercicio no es irrestricto. Se encuentra limi-
tado por el principio de reserva de ley, así 
como por exigencias de coherencia norma-
tiva y razonabilidad en la configuración del 
hecho imponible.

–	 En materia tributaria, la creación de la hi-
pótesis de incidencia y la definición de sus 
elementos esenciales deben emanar nece-
sariamente de una norma con rango de ley. 
En particular, cuando se pretende atribuir 
efectos jurídicos distintos a los previstos en 
el derecho común, resulta indispensable una 
regulación expresa, completa y suficiente.

–	 En el ordenamiento jurídico peruano, no 
existe en la legislación tributaria con rango 
de ley que establezca la forma en que una 
sucesión indivisa pueda adquirir inmuebles, 
así como tampoco establece que la suce-
sión indivisa pueda transferirlo posterior-
mente a favor de los sucesores con ocasión 
de la sucesión intestada o la inscripción del 
testamento.

–	 El Decreto Supremo 086-2004-EF y el Infor-
me 168-2005-SUNAT/2B0000 han construi-
do, a nivel reglamentario y administrativo, 
una doble adquisición de propiedad: (i) que 
la sucesión indivisa adquiere la propiedad 
del inmueble al momento del fallecimiento 
del causante; y (ii) que los sucesores adquie-
ren la propiedad del inmueble con la emisión 
del acta de sucesión intestada o la inscrip-
ción del testamento, según corresponda. 

–	 Lo establecido por el Decreto Supremo 
086-2004-EF y el Informe 168-2005-SUNAT/ 
2B0000 carece de sustento legal y excede los 
límites de la potestad reglamentaria.

–	 En consecuencia, no se encuentra válida-
mente configurado el supuesto de hecho 

que permitiría gravar una supuesta ganancia 
de capital atribuible a la sucesión indivisa, en 
la medida en que no se han definido por ley 
los elementos esenciales de dicha hipótesis 
de incidencia.

–	 Toda interpretación que sostenga que la 
sucesión indivisa adquiere los bienes here-
ditarios, o que los sucesores los adquieren 
recién con el acta de sucesión intestada o la 
inscripción del testamento, resulta incom-
patible con el régimen civil de transmisión 
sucesoria y con el marco legal tributario 
vigente. Dichas interpretaciones contravie-
nen la lógica del sistema jurídico y permiten 
la exigencia de tributos sin sustento legal 
suficiente.

–	 Lo resuelto por la Corte Suprema en la Casa-
ción 17472-2023-LIMA evidencia un avance 
hacia la corrección de estas distorsiones, al 
reconocer que la adquisición de la propiedad 
por los sucesores se produce desde el falleci-
miento del causante, en concordancia con el 
régimen civil.

–	 La finalidad administrativa perseguida por 
el artículo 17 de la Ley del Impuesto a la 
Renta resulta compatible con el ordena-
miento constitucional y cumple una función 
relevante para asegurar la continuidad de la 
tributación durante el período de transición 
sucesoria. Sin embargo, dicha finalidad no 
autoriza a que normas reglamentarias o in-
terpretaciones administrativas introduzcan 
nuevas adquisiciones de propiedad o con-
figuren hipótesis de incidencia no previstas 
por la ley. 

–	 En este contexto, corresponde al legislador 
establecer, mediante norma con rango legal, 
las reglas especiales que resulten necesa-
rias para compatibilizar la gestión tributaria 
con el régimen civil de transmisión heredi-
taria, sin desnaturalizar ninguno de ambos 
sistemas, incluyendo los alcances del trata-
miento tributario de la sucesión indivisa, de-
limitando con claridad los supuestos en los 
que la autonomía calificadora puede operar, 
a fin de evitar interpretaciones extensivas o 
reglamentarias que vulneren el principio de 
reserva de ley. 

–	 Finalmente, se propone que el tratamiento 
tributario de las transmisiones sucesorias 
respete el régimen civil de adquisición de la 
propiedad, reservando las ficciones tributa-
rias únicamente para fines de gestión y con-
trol, sin que estas puedan generar efectos 
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sustantivos como la creación de nuevas ad-
quisiciones o transferencias inexistentes en 
la realidad jurídica, dejando a salvo los ob-
jetivos administrativos recaudatorios y, por 
tanto, los efectos tributarios de pagos que 
podrían haberse realizado. 
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